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Votos particulares

Respecto al dictamen de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
con proyecto de decreto por el que se expiden la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas, y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, que presentan diputados del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano
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VOTO PARTICULAR AL DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO QUE EXPIDE LA LEY GENERAL 

DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN, LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS Y LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBU NAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, 

PRESENTADA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO 

CIUDADANO. 

Los suscritos, diputados integrantes del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano de 

la LXI I I  Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo señalado en los 

artículos 90 y 91 del Reglamento de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Un ión, 

presentamos el siguiente VOTO PARTICULAR al dictamen con proyecto de decreto que 
expide la Ley Gen eral d el Sistema Nacional Anticorrupción, la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y la Ley Orgánica del  Tribunal d e  Justicia 
Administrativa , con base en las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

l. El  2 7  de mayo de 2015 fue publicado en e l  Diario Oficial de la  Federación e l  decreto 

mediante el cual se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política de los 

Estados U nidos Mexicanos en materia de combate a la corrupción. 

Dicha reforma impl icó la creación del Sistema Nacional Anticorrupción y la modificación de 

diversas disposiciones legales en materia de responsabi l idades de los servidores públ icos y 

fiscalización superior, de tal manera que confirió al Congreso de la Un ión la responsabil idad 

de expedir la siguiente normatividad en un plazo no mayor a un año: 

• La legislación general que establezca las bases de coordinación del Sistema Nacional 

Anticorrupción. 
• La legislación general en materia de responsabil idades admin istrativas de los 

servidores públ icos. 
• La legislación que conforme el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
• La legislación que regule las facultades de la Auditoría Superior de la Federación y 

aquellas 
• Las reformas necesarias a la Ley Orgánica de la Admin istración Públ ica Federal en 

torno al órgano interno de control del Poder Ejecutivo Federal. 
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La discusión del Sistema Nacional Anticorrupción es de la máxima trascendencia política 

para México. Desde nuestra perspectiva, no es otra cosa más que un momento de 

refundación y rediseño institucional que debe ser abordado con responsabil idad, con 

seriedad y, sobre todo, con apego a las exigencias y demandas de la gente. Se trata de una 

renovación estructural tal vez no vista desde la reforma política de 1997. 

Esta reforma representa una aspiración para construir mejores instituciones, mejores 

mecanismos de rendición de cuentas, mejores normas para contener la corrupción y 

castigar a quienes se si rven de la política. 

El objetivo de la reforma es crear un andamiaje institucional en torno a un Sistema Nacional 

Anticorrupción, que incluye nuevas instancias de control, nuevas atribuciones para contar 

con pesos y contrapesos, nuevas obl igaciones para los servidores públicos y nuevos 

mecanismos para transparentar la toma de decisiones. 

El dictamen sobre el que versa este voto particular contiene la legislación general sobre el 

Sistema Nacional Anticorrupción, la legislación general en materia de responsabil idades 

administrativas y la legislación orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa. 

En el Senado de la República se presentaron 13 iniciativas de diversos grupos 

parlamentarios en torno a la expedición de estos tres ordenamientos. Adicionalmente, en 

marzo de 2016 se presentó una iniciativa ciudadana para expedir la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, firmada por más de 630 mil ciudadanos, y encabezada 

por las organizaciones civiles Transparencia Mexicana y el Instituto Mexicano para la 

Competitividad.1 

Dicha in iciativa ciudadana representó un esfuerzo histórico y sin precedentes en la 

democracia mexicana, dado que aglutinó una demanda ciudadana legítima y justificada en 

torno al combate a la corrupción, siendo uno de sus puntos torales la obligatoriedad de 

publicar y transparentar las declaraciones patrimonial, de conflicto de intereses y fiscal de 

los servidores públicos, mecanismo conocido por la opinión pública como "declaraciones 3 

de 3". 

En el Senado de la República se celebraron diversos foros y reuniones de trabajo con 

miembros de estas organizaciones de la sociedad civil para el proceso de revisión y 

1 Para mayor información sobre la recopilación de firmas y la presentación de la mencionada iniciativa 

ciudadana puede consultarse: http://ley3de3.mx/recopilacion-de-firmas/ 
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dictaminación del proyecto de reforma. No obstante, la obstaculización por parte de 

algunos grupos parlamentarios derivó en que dicho proceso no concluyera durante el 

periodo de ordinario de sesiones y se viera estancado por intereses partidistas. 

Es im portante resaltar que los grupos parlamentarios del PRI y del PVEM en el Senado de la 

República se opusieron de manera sistemática a incorporar en la legislación 

correspondiente la obligación de transparentar las mencionadas declaraciones 3 de 3, y que 

derivado de esta oposición se aprobó un dictamen que deja lugar a la ambigüedad y a la 

discrecionalidad. 

En este sentido, vale la pena destacar el artículo 29 de la Ley General de Responsabil idades 

de los Servidores Públicos contenida en el dictamen que está siendo anal izado: 

Artículo 29. Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los 

rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos 

por la Constitución. Para tal efecto, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de 

Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, garantizando que los rubros 

que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades 

competente 

Esta disposición, quebranta e l  espíritu de la l lamada in iciativa 3 de 3, y no coincide con las 

exigencias y demandas ciudadanas en la materia, que no son otras más que hacer que las 

declaraciones patr imonial, de conflicto de intereses y fiscal, sean obligatorias, públ icas y 

completas. 

La redacción del artículo correspondiente a las declaraciones 3 de 3 siguió un proceso 

complejo al interior del Senado de la República, dado que en un primer momento se le 

intentó poner trabas y condicionantes, e incluso establecer que éstas serían presentadas de 

manera voluntaria por parte de los servidores públicos, al  tiempo que tendrían la facultad 

de reservarse información. 

Posteriormente, se derivó en una redacción consensada por parte de las Comisiones Unidas 

de Anticorrupción y Participación Ciudadana y de Estudios Legislativos Segunda de la 

Cámara de Senadores, que es la plasmada en el dictamen en comento.2 

2 Para consultar la propuesta de modificación consensada por las Comisiones Unidas de Anticorrupción y 

Participación Ciudadana y de Estudios Legislativos Segunda de la Cámara de Senadores, así como la versión 

anterior del artículo 29, puede consultarse el siguiente documento del Senado de la República publicado el 

14 de junio del presente año: 
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Es  importante recalcar que  desde hace más de  un  año  las organizaciones civiles impu lsoras 

de la in iciativa 3 de 3, emprendieron una campaña para que los servidores públ icos 

transparentaran sus declaraciones patrimonial, de conflicto de intereses y fiscal, mediante 

una serie de formatos que ellos establecieron. Gracias a esta campaña, en el portal 

tresdetres.mx se puede constatar que 578 servidores públicos y candidatos de todos los 

partidos políticos han publicado sus declaraciones. 

11. La publ icación de las declaraciones patrimonial, de conflicto de intereses y fiscal de 

manera obl igatoria y completa resulta fundamental para la consolidación de un Sistema 

Nacional Anticorrupción funcional y eficaz, dado que la evolución de la situación patrimonial 

y los potenciales conflictos de intereses a los que están sujetos los servidores públicos son 

fuentes primordiales para contener y evitar la corrupción. 

En este sentido, conviene destacar lo siguiente: 

La transparencia es un elemento de los sistemas de rendición de cuentas. El control sobre 

el ejercicio del poder se basa, entonces, en la disponibilidad de la información que sirva, 

por ejemplo, para exponer inconsistencias entre las conductas en la práctica y lo 

informado, lo que llevaría, en el mejor de los casos, a confirmar la legalidad de las y los 

servidores públicos o, por el contrario, analizar la discrepancia y definir, si cabe, la 

sanción.3 

Por ello, el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano sostiene que dichas 

declaraciones deben hacerse públicas de manera íntegra y oportuna, sin dejar espacio a que 

se pueda reservar información, dado que esto abre la puerta a la discrecionalidad. 

Por otra parte, consideramos que el dictamen en comento, desvirtúa el espíritu de la 

in iciativa ciudadana 3 de 3 en torno a la Ley General de Responsabi l idades Administrativas, 

que recibió un ampl io apoyo ciudadano y que contiene aspectos que enriquecen y 

fortalecen el funcionamiento del Sistema Nacional Anticorrupción. 

http://www. sen ad o .gob. mx/ sgsp/ ga ceta/63/1/2016-06-14-
1/ assets/ d ocu m en tos/ Anexo_ Propuestas_ M od i fi cac ion_ l 40620l6. pdf 
3 Ávila, Guillermo, {Re]Construyendo la confianza en el poder público. Las declaraciones patrimoniales y de 
intereses como instrumentos de control político, Fundar, Centro de Análisis e Investigación, A. C., México, 
2016, p. 14. 
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Por ello, el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano presenta este voto particular a 

Artículo Segundo del dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley General del 

Sistema Nacional Anticorrupción, la Ley General de Responsabi l idades Administrativas y la 

Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, para recuperar la redacción original 

planteada por la iniciativa ciudadana 3 de 3 firmada por más de 630 mi l  ciudadanos 

mexicanos. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración el siguiente: 

VOTO PARTICULAR 

ÚNICO.- Se presenta voto particular al ARTÍCULO SEGUNDO del dictamen con proyecto de 

decreto que expide la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, la Ley General de 

Responsabi l idades Administrativas y la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, 

planteando como resolutivo de dicho ARTÍCULO SEGU NDO el siguiente: 

ley General de Responsabilidades Administrativas 

TÍTULO PRIMERO 
CAPÍTULO ÚNICO Disposiciones generales. 

Artículo l. Esta Ley General es de orden público y tiene por objeto distribuir competencias 

entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabil idades admin istrativas de los 

servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en 

que estos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas 

administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación. 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

l. Constitución: Constitución Política de los Estados Un idos Mexicanos. 

11. Ley : Ley General de Responsabi l idades Admin istrativas. 

111. SNA: Sistema Nacional Anticorrupción. 

IV. SAT: Servicio de Admin istración Tributaria. 

Página 5 de 49 



CÁ�l1\R,\ OE OIPUT,\OOS 

LXIII i,f;GISLi\TURi\ 

V. CNBV: Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

VI . El Tribunal :  Tribunal de Justicia Admin istrativa. 

�, _ lli�1\l 
CIUDADAN OS 

VII .  RNSPS: Registro Nacional de Servidores Públicos Sancionados. 

Artículo 3. Todo servidor públ ico está obl igado a respetar los principios constitucionales de 

legalidad, honradez, imparcialidad, lealtad, eficiencia, eficacia, profesionalismo y 

objetividad en el desempeño de sus empleo, cargo o comisión. 

Asimismo, todos los sujetos obligados por esta ley deben mantener los más altos estándares 

de ética y responsabil idad a fin de resguardar la función pública que le es inherente al 

Estado. 

En los Estados Unidos Mexicanos, todas las personas tienen la obl igación de evitar y 

denunciar la comisión de cualquier falta administrativa a la que se refiere esta ley, 

aportando los elementos de prueba a su disposición. 

Artículo 4. Para la efectiva apl icación de los principios señalados en el artículo 3, se seguirán 

las siguientes d irectrices: 

l .  Los servidores públ icos regirán su actuación conforme a las facultades que las leyes, 

reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuyan a su empleo, cargo, o 

comisión; en consecuencia, deberán conocer y cumplir con las disposiciones que 

regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones. 

11. Los servidores públ icos, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán corresponder a 

la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una vocación absoluta de 

servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las necesidades colectivas 

por encima de intereses particulares, personales o ajenos al i nterés general. 

111. Los servidores públicos deberán cumplir con todas las obligaciones derivadas de su 

carácter de ciudadanos mexicanos en los términos del artículo 36 de la Constitución. 

IV. En el ámbito de sus competencias y atribuciones, los servidores públicos deberán 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos establecidos en la 

Constitución. 

V. Los servidores públ icos no deberán usar su empleo, cargo o comisión para obtener 

beneficios privados para sí o para terceros a ellos relacionados. 
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VI. Los servidores públicos deberán ejercer sus atribuciones de manera objetiva e 

imparcial a fin de no brindar ventajas o tratos preferentes a n inguna persona u 

organización. 

VI I .  Los servidores públ icos evitarán y darán cuenta de los intereses que puedan entrar 

en conflicto con el desempeño responsable y objetivo de sus facultades y 

obligaciones. 

VI I I .  Los servidores públicos actúan conforme a una cultura de servicio orientada al  logro 

de resultados, procurando en todo momento un mejor desempeño de sus funciones 

a fin de alcanzar las metas institucionales según sus responsabil idades. 

IX. Los servidores públicos deberán cuidar el patrimonio del Estado mexicano y los 

recursos públicos de que dispongan serán manejados de manera responsable, 

eficiente y transparente, el iminando cualquier ostentación y discrecionalidad 

indebida en su aplicación. 

X. Los servidores públicos no podrán realizar cualquier trato o promesa privada que 

comprometa al  Estado mexicano. 

X I .  XI .  En el manejo de su patrimonio, los servidores públicos deberán conducirse 

conforme a las prácticas comerciales y financieras que promueve el Estado 

mexicano y evitarán comportamientos que las eludan. 

Artículo S. Son sujetos de responsabil idad en los términos de esta ley: 

l . Los servidores públicos federales señalados en el primer párrafo del artículo 108 de 

la Constitución. 

11. Los servidores públicos que forman parte de los órganos que integra el SNA. 

111. Los servidores públicos adscritos a los órganos a los que la Constitución otorga 

autonomía. 

IV. En los términos del último párrafo del artículo 108 constitucional, los 

servidores públ icos de los gobiernos locales y municipales, así como cualquier 

órgano o institución que dependa de estos. 

V. Las Empresas Productivas del Estado. 

VI .  Las asociaciones, sindicatos u organizaciones de naturaleza análoga que tengan a su 

cargo la asignación, admin istración y ejecución de recursos públ icos. 

VI I .  Los candidatos, partidos políticos, asociaciones y personas electas para el  

desempeño de un cargo público y que manejen recursos públ icos. 
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VI I I .  Las personas que forman parte de los equipos de transición federal, local y 

municipal, quienes serán considerados como servidores públicos a los efectos 

de esta ley. 

IX. Los particulares que incurran en conductas descritas como graves por esta Ley 

General. 

Las disposiciones de esta Ley se aplicarán a los servidores públicos señalados en el presente 

artículo aun cuando se encuentren en periodo de licencia o permiso según corresponda a 

la naturaleza de su empleo, cargo, o comisión. 

Artículo 6. En el ámbito de su competencia, son órganos facultados para interpretar y 

aplicar esta Ley General :  

l .  E l  Poder Judicial de la Federación y el Poder Judicial de la Ciudad de México, el  

Congreso de la Unión, la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, la 

Administración Públ ica Federal y la de la Ciudad de México, así como los órganos a 

los que la Constitución dote de autonomía. 

11. Los órganos que integran el SNA. 

111. En los términos del último párrafo del artículo 108 de la Constitución, los gobiernos 

locales y municipales, las admin istraciones públicas locales, la legislaturas locales, 

los Poderes Judiciales locales, los consejos de la jud icatura locales, los 

ayuntamientos, así como los órganos a los que las constituciones. 

IV. Las empresas productivas del Estado. 

V. Cualquier otra forma de organ ización pública. 

Artículo 7. De acuerdo con los principios y di rectrices establecidos en esta ley, las leyes de 

responsabi l idades administrativas de los servidores públicos, tanto la federal como las 

locales, deberán establecer los procedimientos de responsabi l idades correspondientes para 

vigilar el debido cumpl imiento de las obl igaciones establecidas en este ordenamiento y 

sancionar efectivamente su incumplimiento. 

Las faltas admin istrativas graves serán investigadas y sustanciadas por la Auditoría Superior 

de la Federación y los órganos que llevan a cabo la función de control interno, así como por 
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sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el 

tribunal de justicia administrativa que resulte competente. 

Las demás faltas y sanciones admin istrativas serán conocidas y resueltas por los órganos 

que l levan a cabo la función de control interno según lo que establezcan la ley federal y las 

de las entidades federativas, atendiendo a los sujetos, di rectrices, principios, obligaciones, 

proced imientos y sanciones que establece esta ley. 

Artículo 8. En el caso del Poder Judicial de la Federación, la investigación y substanciación 

serán competencia del Consejo de la Jud icatura Federal, sin perjuicio de las facultades 

propias de la Aud itoría Superior de la Federación y sus homólogos a nivel local. 

En las demás etapas del procedimiento el Consejo de la Judicatura Federal respetará los 

principios y las disposiciones establecidos en esta Ley General .  

Artículo 9. Cuando los actos u omisiones de los servidores públicos, materia de las quejas o 

denuncias, queden comprendidos en más de uno de los casos sujetos a sanción y previstos 

en el artículo 109 constitucional, distintos a los procedimientos de responsabil idad 

admin istrativa, los procedimientos respectivos se desarrollarán en forma autónoma según 

su naturaleza y por la vía procesal que corresponda, debiendo las autoridades a que alude 

el artículo 6 turnar las quejas o denuncias a quien deba conocer de el las. No podrán 

imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza. 

Tratándose de responsabilidades administrativas, cuando en la etapa de investigación se 

detecte que existen elementos que pueden ser constitutivos de una falta administrativa 

grave, las conductas no graves relacionadas se integrarán en un mismo expediente del que 

conocerá el tribunal de justicia admin istrativa que resulte competente. 

TÍTULO SEGUNDO 

CAPÍTULO ÚNICO 

De las obligaciones del servidor público 

Artículo 10. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones: 
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l .  Cumplir e l  servicio que le  sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u 

omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio. 

11. Util izar los recursos públicos de que disponga exclusivamente para los fines a que 

están afectos y sin comprometerlos para beneficio privado. 

111. Rendir cuentas sobre el ejercicio de las funciones que tenga conferidas y 

proporcionar la documentación e información que le sea requerida en los términos 

que establezcan las disposiciones legales correspondientes. 

IV. Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de sus funciones 

tenga bajo su alcance o responsabil idad, e impedir o evitar su uso, sustracción, 

destrucción, ocultamiento o inutilización indebidos. 

V. Abstenerse de ejercer un empleo, cargo o comisión, por haber concluido el período 

para el cual se le designó, por haber sido cesado, inhabi l itado o por cualquier otra 

causa legal que se lo impida. 

VI. Abstenerse de disponer de los recursos humanos a su cargo para realizar actividades 

ajenas a su función. 

VI I .  Abstenerse de autorizar la selección, contratación, nombramiento o designación de 

quien se encuentre inhabi l itado por resolución de autoridad competente para 

ocupar un empleo, cargo o comisión en el servicio públ ico. 

VI I I .  Excusarse de intervenir, por motivo de su encargo, en cualquier forma en la 

atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga interés personal, 

familiar o de negocios. 

IX. Abstenerse de intervenir o participar indebidamente en la selección, 

nombramiento, designación, contratación, promoción, suspensión, remoción, cese, 

rescisión del contrato o sanción de cualquier servidor público cuando tenga interés 

personal, fami l iar  o de negocios en el caso o pueda derivar alguna ventaja o 

beneficio para él o para las personas cercanas a él entre las cuales deberá 

considerarse su cónyuge o parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto 

grado, parientes civiles, terceros con los que tenga relaciones profesionales, 

laborales o de negocios, o socios o sociedades de las que el servidor público o las 

personas antes referidas formen o hayan formado parte. 
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X. Abstenerse de aceptar regalos, compensaciones o dádivas que tengan como 

propósito ganar su favor o voluntad, o afectar la objetividad e imparcialidad con las 

que deben ejercer sus funciones. 

X I .  Supervisar que los servidores públicos sujetos a su d i rección cumplan con las 

obligaciones de este artículo. 

X I I .  Denunciar por cualquier medio previsto en esta ley ante las  autoridades 

competentes cualquier acto u omisión que pueda configurar alguna de las conductas 

sancionadas en esta ley. 

X I I I .  Colaborar en los procedimientos judiciales o administrativos de los que sea parte. 

XIV. Presentar con oportunidad y veracidad las declaraciones de situación patrimonial, 

de intereses y de impuestos en los términos establecidos por las leyes. Las 

declaraciones a que se refiere esta fracción estarán disponibles al público, con 

excepción de los datos que sean estrictamente personales, así cal ificados por la ley 

de la materia. La obligación de presentar las declaraciones de intereses y fiscal 

también aplicará a las personas físicas a que se refieren las fracciones VI I  y VI I I  del 

artículo So de esta Ley. 

XV. Abstenerse de realizar actuaciones que en ejercicio de sus funciones entren en 

conflicto con los intereses previstos en las leyes o declarados por el servidor públ ico, 

tratándose de contratación, obra, servicio, o cualquiera de naturaleza análoga. 

XVI. Responder veraz y oportunamente a las solicitudes de información que realicen los 

órganos que investiguen responsabilidades administrativas o los tribunales de 

justicia administrativa, así como atender y responder a las recomendaciones y 

solicitudes de información que formulen los órganos integrantes del Sistema 

Nacional Anticorrupción. 

XVI I .  Atender con d i l igencia las instrucciones, requerimientos o resoluciones que reciba 

de las autoridades encargadas de investigar o sancionar conductas administrativas. 

XVI I I .  Abstenerse de desempeñar un empleo, cargo o comisión públ ico o privado respecto 

del cual exista incompatibil idad o inelegibi l idad. 

Artículo 11. E l  servidor público que deje de desempeñar su empleo, cargo o comisión 

deberá observar, hasta un año después de haber concluido sus funciones, las obligaciones 

establecidas en las fracciones VI I I ,  IX, XII, XI I I ,  XV, XVI, XVII y XVIII del artículo 10 de esta Ley. 

Asimismo: 
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l .  En n ingún caso aprovechará su influencia u obtendrá alguna ventaja derivada de la 

función que desempeñaba. 

11. No usará, en provecho propio o de terceros, la información o documentación a la 

que haya tenido acceso en su empleo, cargo o comisión y que no sea del dominio 

público. 

Serán sancionados por falta administrativa grave con la separación del cargo que ostentan, 

y la inhabi litación que en su caso corresponda, aquellos servidores públicos que se hayan 

desempeñado en cargos de dirección o como consejeros en el Instituto Nacional Electoral 

o como magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, y que durante 

dos años no se abstengan de participar en cualquier encargo público de la administración 

encabezada por quien haya ganado la elección que ellos organizaron o calificaron. 

Para la investigación y substanciación de las conductas a las que se refiere este precepto, 

se seguirán los procedimientos a que se refiere esta ley. 

TÍTULO TERCERO 

De las faltas administrativas graves constitutivas de corrupción 

Artículo 12. Serán considerados faltas administrativas graves constitutivas de corrupción: 

el  soborno; la malversación, peculado y desvío de fondos públicos; el  tráfico de influencias; 

el  abuso de funciones; el  enriquecimiento oculto; la obstrucción de la justicia; la colusión; 

la utilización ilegal de información falsa o confidencial; el nepotismo, y la conspiración para 

cometer un acto corrupto. 

Las legislaturas, tanto federales como locales, deberán considerar en el establecimiento de 

faltas administrativas graves constitutivas de corrupción las conductas señaladas en el 

párrafo anterior y establecerán las bases, órganos, procedimientos y sanciones que resulten 

necesarios para la efectiva disuasión y sanción de tales conductas. 

CAPÍTULO 1 

Del soborno 
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Artículo 13. Incurre en soborno el servidor público que exige, solicita, acepta, recibe o 

pretende recibir un beneficio adicional a sus contraprestaciones legales a cambio de hacer, 

o dejar de hacer, aquello que son sus funciones, o que quien otorga el beneficio extra legal, 

cree que son sus funciones. 

Incurre también en soborno quien ofrece, entrega o pone a disposición de un servidor 

público un beneficio adicional a las contraprestaciones legales de éste para hacer o dejar 

de hacer algo que forma parte de sus funciones. También será soborno cuando se pueda 

probar que quien otorga el beneficio indebido es engañado respecto de las funciones del 

servidor público o de las características del trámite, proceso o servicio. 

Artículo 14. Incurre en soborno el candidato, miembro del equipo de campaña o dirigente 

partidario que exige, solicita, acepta, recibe o pretende recibir donativos en numerario o en 

especie, para él o para su campaña, a cambio de otorgar una ventaja indebida en el futuro 

a quien entrega u ofrece el soborno, o para la empresa, institución o grupo a la que este 

último pertenece. 

Artículo 15. Incurrirán también en soborno los sujetos que en alguna transacción comercial 

internacional, por sí o a través de un tercero, prometan, ofrezcan o entreguen dinero o 

cualquier otra dádiva indebida a un servidor público extranjero o a un tercero, a cambio de 

que dicho servidor público realice o se abstenga de realizar un acto relacionado con sus 

funciones o con las de otro servidor público extranjero, con la finalidad de obtener o 

mantener un beneficio o ventaja, con independencia de la aceptación o del resultado 

obtenido. 

CAPÍTULO 1 1  
Del peculado y el d esvío 

Artículo 16. Incurre en peculado quien hurta recursos del erario, confiados a su 

administración, utilización o resguardo. 

Artículo 17. Incurre en desvío quien destina recursos públicos a un uso diferente al  que le 

es asignado por las normas a fin de generar un beneficio privado. 
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l . El ocultamiento de recursos públicos con el fin de obstacu lizar su destino legal. 

11. La manipulación o alteración del bien o recurso para modificar el destino que 

legalmente le correspondía. 

111. 111. La retención, inuti lización o destrucción del bien, para afectar a los beneficiarios 

o destinatarios legales. 

CAPÍTULO 1 1 1  
Del tráfico d e  influencias 

Artículo 19. Incurre en tráfico de influencias quien solicita o acepta, en forma directa o 

indirecta, un beneficio indebido que redunde en su provecho, con el fin de abusar de su 

influencia real o supuesta, para obtener de una autoridad del Estado un beneficio indebido 

para un tercero. 

Artículo 20. Incurre en tráfico de influencias quien promete, ofrece o concede a un servidor 

público, en forma d irecta o indirecta, un beneficio indebido, con el fin de que ese servidor 

público abuse de su influencia real o supuesta, para obtener de una autoridad del Estado 

un beneficio indebido que redunde en provecho del instigador original del acto o de 

cualquier otra persona. 

CAPÍTULO IV 
Del abuso de funciones 

Artículo 21. Incurre en abuso de funciones quien realiza u omite un acto en exceso o defecto 

de sus funciones legales, con el fin de obtener un beneficio indebido para sí mismo o para 

otra persona o de afectar a otra persona, grupo o institución. 

CAPÍTULO V 

Del enriquecimiento oculto 

Artículo 22. Comete enriquecimiento ocu lto el servidor que en su declaración patrimonial 

o en su declaración de intereses, omite señalar: 
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l .  Bienes o recursos de los que es poseedor o propietario legal. 

11. Bienes o recursos que utiliza para beneficio propio. 

111. Frutos derivados de bienes o recursos propios o de terceros. 

IV. Bienes que posee directamente o a través de terceros, sin convertirse en propietario 

legal. 

V. También comete enriquecimiento oculto el servidor público que posee un 

patrimonio notoriamente superior a los ingresos legales declarados. 

CAPÍTULO VI 

De la obstrucción de la justicia administrativa 

Artículo 23. Incurre en obstrucción de justicia quien:  

l .  Hace uso de fuerza física, amenazas o intimidación; o de una promesa, un 

ofrecimiento o una concesión de un beneficio indebido, para inducir a una persona 

a prestar falso testimonio o a obstaculizar la prestación de testimonio o la 

aportación de pruebas en procesos en relación con la comisión de actos de 

corrupción. 

11. Hace uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstacul izar el 

cumpl imiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los 

servicios encargados de hacer cumplir la ley, en relación con la comisión de actos de 

corrupción. 

111. Conoce directamente de un posible acto de corrupción y omite denunciarlo a las 

autoridades correspondientes. 

IV. Selecciona, emplea, contrata, o comisiona a una persona física o moral, o servidor 

público, que se encuentre inhabil itado según el sistema de registros 

correspondiente. 

V. De cualquier forma evite que se desarrol le el procedimiento sancionador 

establecido en esta ley; o evite, retrase u obstaculice de cualquier forma el 

cumplimiento de las sanciones que se determinen. 

VI. Presente una denuncia a sabiendas de que los hechos que relata o las pruebas con 

las que pretende sustentarlos, son falsos. 
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VI I .  Revele la identidad de un denunciante anónimo o de un testigo protegido bajo los 

preceptos establecidos en esta ley. 

CAPÍTULO VI I 

De la colusión 

Artículo 24. Incurre en colusión quien acuerde o celebre contratos, convenios, arreglos o 

combinaciones entre competidores, cuyo objeto o efecto sea afectar la utilización eficiente 

y eficaz de los recursos públicos del Estado. 

En la investigación de un caso de colusión, los órganos del Sistema Nacional Anticorrupción 

deberán colaborar con las autoridades responsables en materia de competencia 

económica. 

CAPÍTULO VI I I  

De la  utilización d e  información o documentación falsa o confidencial 

Artículo 25. Incurre en utilización de información o documentación falsa qu ien la presenta 

en un trámite o proced imiento, a sabiendas de su inexactitud o falta de veracidad y con el 

propósito de lograr un beneficio o ventaja. 

Artículo 26. Incurre en utilización de información o documentación confidencial quien la 

util iza para beneficio privado. 

CAPÍTULO IX 

Del n epotismo 

Artículo 27. Incurre en nepotismo el servidor público que ofrece, otorga o promete ventajas 

indebidas a su cónyuge, concubino o concubina, asociado en convivencia y figuras análogas, 

así como a miembros de su famil ia hasta el cuarto grado, al uti l izar sus facultades o el poder 

fáctico que el empleo, cargo o comisión le otorgan .  

CAPÍTULO X 

De la conspiración para realizar un acto d e  corrupción 
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Artículo 28. Incurre en conspiración para realizar un acto de corrupción quienes util izan su 

cargo público, su poder real o supuesto, los recursos públicos o sus funciones, con el fin de 

obtener un beneficio indebido para sí o para terceros, con independencia de que éste se 

obtenga. 

TÍTULO CUARTO 

CAPÍTULO ÚNICO 

De la integridad de las personas morales 

Artículo 29. Las personas morales serán sancionadas en los términos de esta ley cuando los 

actos vinculados con faltas administrativas graves constitutivas de corrupción sean 

realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral 

y pretendan obtener mediante tales conductas beneficios para dicha persona moral. 

Artículo 30. En la determinación de la responsabi l idad de las personas morales se valorará 

si cuentan con una política de integridad. Para los efectos de esta Ley, se considerará una 

política de integridad aquella que cuenta con los fundamentos esenciales de los siguientes 

elementos: 

l . Un manual de organización y proced imientos que sea claro y completo, en el que se 

del imiten las funciones y responsabi l idades de cada una de sus áreas, y que 

especifique claramente las distintas cadenas de mando y de liderazgo en toda la 

estructura. 

11. Un código de conducta debidamente publ icado y socializado entre todos los 

miembros de la organización, que cuente con sistemas y mecanismos de apl icación 

real. 

111. Sistemas adecuados y eficaces de control, vigilancia y auditoría, que examinen de 

manera constante y periódica e l  cumpl imiento de los estándares de integridad en 

toda la organización. 

IV. Sistemas adecuados de denuncia, tanto al interior de la organización como hacia las 

autoridades competentes, así como procesos discipl inarios y consecuencias 

concretas respecto de quienes actúan de forma contraria a las normas internas o a 

la legislación mexicana. 
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V.  Sistemas y procesos adecuados de entrenamiento y capacitación respecto de las 

medidas de integridad que contiene este artículo. 

V I .  Políticas de recursos humanos tendientes a evitar la  incorporación de personas que 

puedan generar un riesgo a la  integridad de la  corporación. 

V I I .  Mecanismos que aseguren en todo momento la transparencia y publicidad de sus 

intereses. 

TÍTULO QUINTO DEL PROCEDIMIENTO 

CAPÍTULO 1 

Disposiciones generales 

Artículo 31. Determinar la responsabil idad de los servidores públicos que incurran en la 

comisión de faltas administrativas graves previstas en esta ley es de interés público. 

las autoridades encargadas de desarrollar los procedimientos y etapas los que se refiere 

este Título se regirán por los principios de debido proceso, objetividad, oportunidad, 

exhaustividad, integra lidad, profesionalismo, eficacia y respeto a los derechos humanos 

reconocidos por la Constitución y los Tratados Internacionales de los que México sea parte. 

Artículo 32. Para la determinación de las responsabilidades administrativas a que se refiere 

esta ley, se seguirán los siguientes procedimientos: 

l. Investigación. 

11. Juicio ante el tribunal de justicia administrativa que resulte competente. 

CAPÍTULO 1 1  

De la  investigación 

Artículo 33. El procedimiento para la determinación de las responsabi l idades a las que se 

refiere esta ley iniciará de oficio o por denuncia, caso en el que será suficiente cualquier 

medio de información, denuncia verbal o señalamiento que exponga la posible comisión de 

una falta administrativa grave. 
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Los denunciantes y terceros coadyuvantes tendrán derecho a ser informados del cauce y de 

los resultados del procedimiento para la determinación de las responsabil idades en los 

términos de esta Ley. 

Las personas que denuncien un acto de corrupción en el que se determine un daño al erario 

podrán participar de un porcentaje de lo recuperado. El porcentaje de participación no 

podrá ser mayor al 10 por ciento. En estos casos, las denuncias deberán acompañarse de 

elementos de prueba que sirvan de manera sustancial en la determinación de la 

responsabi l idad. 

Para casos de relevancia, se podrán establecer recompensas o beneficios para quienes 

denuncien o participen en el proceso como testigos. En estos casos, las denuncias también 

deberán acompañarse de elementos de prueba que sirvan de manera sustancial en la 

determinación de la responsabi l idad. 

Los denunciantes anónimos podrán participar en la recuperación u obtener las 

recompensas a las que se refiere el presente artículo, siempre y cuando sea posible celebrar 

con el los, o con el representante legal que al  efecto designen, un convenio de coadyuvancia 

a la investigación. 

Los órganos encargados de la investigación deberán establecer los criterios y 

procedimientos que permitan celebrar los convenios de coadyuvancia en los que se 

sustentará la participación de los denunciantes así como la recuperación u obtención de las 

recompensas, considerando los criterios y recomendaciones que en su caso emita el Comité 

Coordinador del SNA. 

En estos Convenios se deberá establecer claramente que la participación sólo procede hasta 

que el daño al erario está determinado y resarcido. 

Artículo 34. Las autoridades competentes podrán tomar conocimiento de las presuntas 

infracciones que cometan las personas sujetas a esta Ley, entre otros, a través de los 

siguientes medios: 
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l .  Denuncia remitida por medio del  sistema electrónico de captación de denuncias 

creado y administrado por el SNA. 

1 1 .  Denuncia remitida a través del módulo de captación de denuncias de COMPRAN ET. 

111. Denuncia de particulares. 

IV. Denuncia internacional formulada por un Estado extranjero u organismo u 

organización públicos internacionales, en la que se deberán precisar las presuntas 

infracciones y acompañar los elementos de prueba en que aquella se sustente. 

V .  Denuncia ante la  Cámara de Diputados de l  Congreso de la  Unión en los términos del 

artículo 109 constitucional. En este caso, la Cámara de Diputados turnará la 

denuncia a la Auditoría Superior de la Federación. 

Las autoridades competentes mantendrán con carácter confidencial la identidad de las 

personas que denuncien los actos de corrupción previstos en esta Ley, así como la de 

aquellas que pretendan acogerse al beneficio establecido en los artículos 77, 78 y 79 de la 

misma. 

La seguridad e integridad de los denunciantes y testigos, así como el resguardo de su 

anonimato, es responsabilidad de las autoridades encargadas de la investigación. 

E l  SNA será responsable de establecer las bases, recursos y políticas idóneos para hacer 

posible el cumplimiento de la obligación establecida en el párrafo anterior. 

Artículo 35. Todo servidor público tendrá la obligación de denunciar bajo protesta de decir 

verdad y por escrito las acciones u omisiones que en el ejercicio de sus funciones tuviere 

conocimiento y que pudieren ser sancionadas en términos de esta Ley. También tendrá la 

obligación de fungir como testigo cuando se le solicite. El incumplimiento de dichas 

obligaciones será motivo de aplicación de las sanciones previstas para las faltas 

administrativas previstas en esta ley. 

Los servidores públicos que denuncien una falta administrativa grave, o sean testigos en el 

procedimiento, podrán solicitar protección, reubicación de su encargo, así como el 

resguardo de su anonimato. La solicitud deberá ser evaluada y atendida de manera 

oportuna por la dependencia, entidad, órgano o institución donde presta sus servicios el 

denunciante. Cuando se trate de un denunciante o testigo que pretende mantener el 
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anonimato, las autoridades encargadas de la investigación, así como los Tribunales de 

Justicia competentes, tendrán facultades para solicitar la reubicación del servidor público 

denunciante o testigo. 

Las autoridades encargadas de la investigación, así como los Tribunales de Justicia 

Administrativa competentes, tendrán facultades para solicitar la reubicación del servidor 

público denunciante o testigo. 

Artículo 36. Con el objeto de promover la denuncia, las leyes federales y locales deberán 

establecer: 

l .  Un sistema de recompensas para la denuncia de casos relevantes. 

11. Mecanismos eficaces para la protección de denunciantes. 

111. Mecanismos eficaces para la protección de testigos. 

Para la protección efectiva de denunciantes y testigos, las autoridades deberán realizar un 

adecuado anál isis de riesgos y observar los siguientes principios: 

l . Resguardo absoluto de los datos personales y famil iares. 

11. Amplio resguardo de la integridad física, personal y famil iar. 

111. Atención prioritaria a las demandas razonables del testigo o denunciante. 

IV. Protección de la fuente de empleo o negocios. 

V. Creación de alternativas razonables a la fuente de ingresos. 

Artículo 37. Serán competentes para investigar la posible comisión de faltas administrativas 

graves las siguientes autoridades: 

l. La Aud itoría Superior de la Federación, la Secretaría del Ejecutivo Federal que ejerza 

la función de control interno de la Admin istración Pública Federal, así como sus 

homólogos en las Entidades Federativas. 

11. Los órganos que ejerzan la función de control interno en aquellos órganos a los que 

la Constitución o las constituciones de los Estados otorgan autonomía. 

111. Los órganos que ejerzan la función de control interno de los entes públicos 

federales. 
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IV. Los órganos que ejerzan la función de control interno de las empresas productivas 

del Estado. 

V. Los órganos que ejerzan la función de control interno en los entes públ icos estatales 

y municipales, y de la Ciudad de México. 

VI .  Los demás órganos que, de acuerdo con las leyes, ejerzan la función de control 

interno. 

Artículo 38. Será responsabi l idad de las autoridades encargadas de investigar la posible 

comisión de faltas administrativas graves establecer unidades especializadas en los temas y 

las materias que se requieran, atendiendo a la evaluación del riesgo inherente a las 

funciones de cada dependencia o entidad. 

Sección 1 

Del inicio d e  la investigación 

Artículo 39. El escrito de denuncia deberá contener lo siguiente: 

l .  Nombre, denominación o razón social del denunciante, salvo e n  e l  caso de 

denuncia anónima. 

11 . Nombre del representante legal, en su caso, y documento idóneo con el que 

acredite su personalidad; domicil io para oír y recibir notificaciones, y personas 

autorizadas, así como teléfonos, correo electrónico u otros datos que permitan su 

pronta loca lización. 

111. Nombre del servidor público denunciado, denominación o razón social de la persona 

moral denunciada y, en caso de conocerlo, el domicil io del denunciado. 

IV. Descripción sucinta de los hechos que motivan la denuncia. 

V. Listado de los documentos y los medios de convicción de lo que conozcan y que 

acompañen a su denuncia, relacionados de manera precisa con los hechos 

denunciados. 

VI. Los demás elementos que el denunciante estime pertinentes y, en caso de no 

tenerlos a su disposición, ind icar el  lugar o archivo en el que puedan encontrarse, 

para que se provea lo conducente durante la investigación. 
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Artículo 40. Una vez recibida la denuncia, las autoridades competentes procederán a su 

análisis a fin de dictar un acuerdo que: 

l .  Ordene e l  inicio de la  investigación. 

11. Prevenga por ún ica ocasión a l  denunciante, cuando en su escrito de denuncia se 

omitan los requisitos previstos en esta Ley para que la aclare o complete dentro de 

un plazo no mayor a quince días, mismo que la  autoridad investigadora podrá 

ampl iar por un término igual. Desahogada la prevención, dentro de los quince días 

siguientes, se deberá dictar el acuerdo que corresponda. Transcurrido el plazo sin 

que se desahogue la prevención o sin que se cumplan los requ isitos señalados en 

esta Ley para el escrito de denuncia, se tendrá por no presentada la denuncia, salvo 

que advierta que existe una base razonable para continuar con la investigación . 

111. Deseche la denuncia por ser notoriamente improcedente. El acuerdo de 

desechamiento deberá notificarse al  denunciante dentro de los quince días 

siguientes a aquel en que haya vencido el plazo para el desahogo de la prevención, 

sin perjuicio de que el denunciante pueda presentar nuevamente su denuncia. 

S i  no se emite acuerdo alguno dentro de los plazos antes seña lados, la investigación se 

entenderá iniciada. En este caso, la autoridad encargada de la investigación, a solicitud del 

denunciante o de oficio, deberá emitir el acuerdo de admisión. 

Artículo 41. La autoridad investigadora desechará la denuncia por notoriamente 

improcedente cuando: 

l. Los hechos denunciados no sean materia de esta Ley. 

11. Los hechos y conductas denunciadas hayan sido materia de una resolución previa 

en los términos de esta Ley, excepto en los casos de información falsa o 

incumpl imiento de condiciones previstas en la propia resolución. 

Sección 11 

Del d esahogo de la investigación 

Artículo 42. Cuando se haya ordenado e l  in icio de la investigación por advertir la posible 

comisión de faltas administrativas graves, las autoridades investigadoras procederán 
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inmediatamente a la preclasificación de los hechos, para dar prioridad a aquellas denuncias 

en las que puedan presentarse: 

l .  Violaciones graves a los derechos humanos. 

11. Afectación a la integridad o l ibertad física de las personas. 

111. Posibles redes de corrupción, y/o 

IV. Actos en los que sea factible o sencilla la desaparición de las pruebas, o los presuntos 

responsables. 

La preclasificación es un mecanismo para asignar prioridad a casos con las características 

antes mencionadas, pero no prejuzga ni cal ifica los hechos materia de la investigación. 

La preclasificación se hará también con el objetivo de determinar aquellos casos que deban 

ser investigados por las Unidades Especializadas. 

Artículo 43. Las autoridades encargadas de investigar la posible comisión de faltas 

admin istrativas graves serán responsables de la oportunidad en la investigación, la 

exhaustividad, la integra lidad de los datos y documentos y el resguardo del expediente en 

su conjunto. Por lo tanto quedarán sujetas a las siguientes obligaciones: 

l .  Realizar l a  investigación d e  manera inmediata, eficiente, exhaustiva, profesional e 

imparcial; l ibre de estereotipos y discriminación alguna. Será calificada como 

Obstrucción de la Justicia Administrativa, en los términos de esta Ley, la dilación 

negligente o la inactividad injustificada en la investigación. 

11. La investigación deberá explorar todas las líneas de investigación posibles que 

permitan al legarse de datos para el esclarecimiento del hecho que la ley señala 

como falta administrativa grave, así como la identificación de quien o quienes lo 

cometieron o participaron en su comisión. 

111. Al legarse de todos los elementos que requieran para conocer la verdad material de 

un hecho o hechos denunciados. 

IV. Resguardar, cuidar y controlar la información y documentación que tengan a su 

disposición, y utilizarla sólo para los fines establecidos en esta Ley. 
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V. Escuchar a todo denunciante, testigo o tercero coadyuvante que aporte elementos 

a la investigación garantizando, en los términos de esta Ley, la integridad de los 

denunciantes y de los testigos que participen en los procesos de investigación. 

VI .  Incorporar en las investigaciones técnicas, tecnologías y métodos de investigación 

que observen las mejores prácticas internacionales. 

VI I .  Coordinarse y colaborar con las autoridades que l leven investigaciones, auditorías 

y, en general, procedimientos de responsabil idad administrativa. 

VI I I .  Coordinarse y cooperar con las autoridades internacionales a f in de fortalecer e l  

procedimiento de investigación, compartir las mejores prácticas internacionales y 

combatir de manera efectiva la corrupción. 

IX. Denunciar a toda aquel la persona que pretenda entorpecer de cualquier modo una 

investigación. 

X. Respetar en todo momento los derechos humanos y las garantías individuales 

establecidas en la Constitución de todas aquellas personas que de cualquier forma 

estén involucradas en la investigación. 

XI. Implementar cualquier medida legal a su alcance para resguardar la integridad de 

los elementos de prueba de la investigación . 

X I I .  Llevar el  registro de todas las actuaciones que se realicen durante la investigación, 

utilizando al efecto cualquier medio que permita garantizar que la información 

recabada sea completa, íntegra y exacta. El registro de cada actuación deberá 

contener por lo menos la i ndicación de la fecha, hora y lugar en que se haya 

efectuado, la identificación de los servidores públicos y demás personas que hayan 

intervenido en el procedimiento, así como una breve descripción de la actuación y, 

en su caso, de sus resultados. 

X I I I .  Permitir el acceso a la información relativa a la investigación tanto al denunciante 

como al tercero coadyuvante, siempre y cuando no ponga en riesgo la eficacia de la 

investigación. 

Artículo 44. Las autoridades encargadas de la investigación podrán ordenar la acumulación 

de expedientes que se encuentren relacionados por razón de la materia. De igual forma, 

podrán ordenar la apertura de nuevas investigaciones por hechos diversos y autónomos a 

los in icialmente investigados, según resulte más adecuado para la pronta y expedita 

tramitación de las investigaciones. 
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Artículo 45. Las autoridades encargadas de la investigación podrá requerir de cualquier 

persona los informes y documentos que estime necesarios para realizar sus investigaciones; 

debiendo señalar el carácter del requerido como denunciado o tercero coadyuvante, citar 

a declarar a qu ienes tengan relación con los hechos de que se trate, así como ordenar y 

practicar visitas de verificación, en donde se presuma que existen elementos para la  debida 

integración de la investigación. 

Las personas y las Autoridades Públicas tendrán un plazo de diez días para presentar los 

informes y documentos requeridos por las autoridades encargadas de la investigación, que 

a petición de las personas y las Autoridades Públicas requeridas, podrá ampl iarse por una 

sola ocasión hasta por diez días más, si así lo amerita la complejidad o volumen de la 

información requerida. 

Artículo 46. Las autoridades públicas prestarán, dentro del ámbito de su competencia, el 

auxil io que le sea requerido por los servidores públicos de la autoridad investigadora para 

el cumplimiento de sus atribuciones y aplicación de esta Ley. 

Artículo 47. Las autoridades encargadas de la investigación, por conducto de su titu lar, 

podrán ordenar la práctica de visitas de verificación, las cuales se sujetarán a las reglas 

siguientes: 

l .  La  autoridad encargada de la investigación emitirá la  orden de visita, la que 

contendrá el objeto, alcance y duración a los que deberá l imitarse la dil igencia; el 

nombre del visitado; la ubicación del domicil io o domicilios a visitar; el  nombre o 

nombres del personal autorizado que la practicará conjunta o separadamente, así 

como el apercibimiento de que de no permitir el acceso, obstaculizar el desahogo 

de la d i l igencia o negarse a proporcionar la información o documentos solicitados, 

se ap l icarán las medidas de apremio que establezca la ley. 

11. La autoridad encargada de la investigación realizará las visitas de verificación a fin 

de obtener datos y documentos que se relacionen con la investigación. La práctica 

de las visitas no podrá exceder de dos meses, que podrá prorrogarse hasta por otro 

periodo igual, en caso de que así lo justifique la investigación. 
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111. Las visitas se practicarán en días y horas hábiles únicamente por el personal 

autorizado para su desahogo, previa identificación y exhibición de la orden de visita 

respectiva a la persona que se encuentre en el domicil io al  momento de la 

celebración de la visita de verificación. 

IV. La autoridad investigadora podrá habilitar días y horas inhábiles para in iciar o 

continuar una visita iniciada en días y horas hábi les, en cuyo caso el oficio por el que 

se haya ordenado la visita expresará la autorización correspondiente. 

V. El visitado, sus funcionarios, representantes legales o los encargados de las 

instalaciones o establecimientos de personas morales investigadas estarán 

obligados a permitir la práctica de dicha di l igencia otorgando las facilidades al  

personal autorizado por la autoridad encargada de la investigación quienes estarán 

facultados para: 

a .  Acceder a cualquier oficina, local, terreno, medio de transporte, 

computadora, aparato electrónico, dispositivo de almacenamiento, 

arch iveros o cualquier otro medio que pudiera contener evidencia de la 

realización de los actos o hechos materia de la visita. 

b. Verificar los l ibros, documentos, papeles, arch ivos o información, cualquiera 

que sea su soporte material, relativos a la actividad económica del visitado. 

c. Hacer u obtener copias o extractos, en cualquier formato, de dichos l ibros, 

documentos, papeles, archivos o información almacenada o generada por 

medios electrónicos. 

d. Asegurar todas los l ibros, documentos y demás medios del visitado durante 

el tiempo y en la medida en que sea necesaria para la práctica de la visita de 

verificación . 

e.  Solicitar a cualquier funcionario, representante o miembro del personal del 

visitado, explicaciones sobre hechos, información o documentos 

relacionados con el objeto y la finalidad de la visita de verificación y asentar 

constancia de sus respuestas. 

La información que la autoridad encargada de la investigación obtenga de las visitas de 

verificación sólo podrá ser utilizada para los efectos de esta Ley. 
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Para el cumplimiento eficaz de la visita de verificación, la autoridad investigadora podrá 

autorizar que los servidores públicos que l leven a cabo la visita de verificación puedan 

solicitar el auxil io inmediato de la fuerza pública . 

El personal autorizado por la autoridad investigadora para llevar a cabo las visitas de 

verificación, durante el desarrollo de las d i l igencias, podrá tomar fotografías o video 

filmaciones o reproducir por cualquier medio papeles, l ibros, documentos, archivos e 

información generada por cualquier tecnología o soporte material y que tengan relación 

con la materia del procedimiento. Las fotografías que se tomen, los videos que se filmen y 

cualquier otro elemento de información recabado en términos de este artículo, podrán ser 

utilizados por la autoridad encargada de la investigación como elementos con pleno valor 

probatorio. 

Al precintar y asegurar oficinas, locales, l ibros, documentos y demás medios del visitado, 

los servidores públicos que practiquen la d i l igencia podrán sellarlos y marcarlos, así como 

ordenar que se mantengan en depósito a cargo del visitado o de la persona con quien se 

entienda la d i l igencia, previo inventario que al efecto se realice. 

Cuando un documento u objeto asegurado conforme al párrafo anterior resulte 

indispensable para el desarrollo de las actividades del visitado, se permitirá el uso o 

extracción del mismo, previa reproducción de la información que contenga por parte de los 

servidores públ icos autorizados. 

En las visitas de verificación se procurará, en el caso de personas morales investigadas, no 

afectar la capacidad de producción, distribución y comercialización de bienes y servicios, a 

efecto de evitar daños a l  visitado o a l  consumidor. 

Si el visitado, sus funcionarios o los encargados de los establecimientos visitados, no 

permitieran el acceso a l  personal autorizado para practicar visitas de verificación, o no 

proporcionaran la información y documentos solicitados o si de cualquier manera hubiera 

oposición a la  realización de la visita de verificación, dicha circunstancia se hará constar en 

el acta respectiva y se considerará como la falta admin istrativa grave de obstrucción de la 

justicia administrativa, en los términos de esta Ley y sin perjuicio de la aplicación de las 
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medidas de apremio que se estimen pertinentes y de la responsabil idad penal en que 

pudieran incurrir. 

l. El visitado tendrá derecho de hacer observaciones a los servidores públ icos 

autorizados durante la práctica de la di l igencia, mismas que se harán constar en el 

acta. Asimismo, podrá ofrecer pruebas en relación a los hechos contenidos en ella, 

o bien, hacer uso por escrito de tal derecho dentro del término de cinco días 

siguientes a la fecha en que se hubiere levantado. 

11. De toda visita se levantará acta en la que se harán constar en forma circunstanciada 

los hechos u omisiones que se hubieren conocido por el personal autorizado. El acta 

se levantará por el personal autorizado en presencia de dos testigos propuestos por 

la persona con la que se hubiese entendido la d i l igencia, o designados por los 

servidores públicos autorizados que la practicaron si aquella se hubiese negado a 

proponerlos, haciendo constar esta circunstancia. Si la visita se realiza 

simultáneamente en dos o más lugares, en cada uno de ellos se deberá levantar un 

acta circunstanciada. En este caso, se requerirá la presencia de dos testigos en cada 

establecimiento visitado en donde se levante el acta, en términos del párrafo 

anterior. En las actas se hará constar: 

a) Nombre, denominación o razón social del visitado. 

b) Hora, día, mes y año en que se in icie y concluya la dil igencia. 

c) Calle, número exterior e interior, colonia, población, entidad federativa y 

código postal en donde se encuentre ubicado el lugar en el que se practique 

la visita; y en caso de no ser posible, asentar los datos que identifiquen el 

lugar donde se realiza la d i l igencia. 

d) Número y fecha del oficio que ordene la visita de verificación. 

e) Objeto de la visita. 

t) Nombre y datos de identificación del personal autorizado para el desahogo 

de la visita de verificación. 

g) Nombre y cargo o empleo de la persona con quien se entendió la d i l igencia. 

h) Nombre y domicil io de las personas que fungieron como testigos. 

i) Mención de la oportunidad que se da al visitado para ejercer el derecho de 

hacer observaciones a los servidores públicos durante la  práctica de la 
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di l igencia, inserción de las declaraciones que en su caso efectúe y de las 

pruebas que ofrezca. 

j) Narración circunstanciada de los hechos relativos a la dil igencia y la mención 

de si  se ha reproducido documentos o información, tomado fotografías, 

realizado video filmaciones o recabado otros elementos de prueba durante 

el desarrollo de la d i l igencia. En su caso, dichos elementos se deberán anexar 

al  acta correspondiente. 

k) Mención de la oportunidad que se da al  visitado para formular aclaraciones 

u observaciones al acta levantada dentro del término de cinco días, contados 

a partir de su levantamiento. 

1) Nombre y firma de quienes intervienen en la d i l igencia y, en su caso, la 

indicación de que el visitado se negó a firmar el acta. 

111. Antes de que se realice la visita de verificación o durante su práctica, la autoridad 

investigadora podrá solicitar a las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, auxil io en cuestiones técnicas o específicas para el desahogo de la 

visita. 

Del acta levantada se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aun 

cuando se hubiese negado a firmarla, circunstancia que no afectará su validez. 

Artículo 48. La información y documentos que haya obtenido la autoridad encargada de la 

investigación en el ejercicio de sus atribuciones serán considerados como reservados, 

confidenciales o públicos en los términos de la legislación apl icable. 

Artículo 49. En cualquier momento la autoridad encargada de la  investigación podrá 

presentar denuncia o querella ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción 

respecto de probables conductas delictivas relacionadas con faltas graves constitutivas de 

corrupción y, en su caso, ser coadyuvante en el curso de las investigaciones que deriven de 

la citada denuncia o querella. 

Artículo SO. U na vez radicada la investigación la autoridad encargada de la investigación 

deberá estudiar de inmediato si se requieren medidas de aseguramiento para resguardar 

los elementos que puedan servir de prueba en la investigación. 
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Artículo 51. Las autoridades investigadoras podrán determinar la suspensión temporal del 

empleo, cargo o comisión del servidor público investigado, si a su juicio así conviene para la 

conducción o continuación de las investigaciones. La suspensión temporal no prejuzga 

sobre la responsabilidad que se imputa al o los sujetos investigados. 

La suspensión temporal a que se refiere el párrafo anterior suspenderá los efectos del acto 

que haya dado origen a la ocupación del empleo, cargo o comisión, y regirá desde el 

momento en que sea notificada al  interesado. La suspensión cesará cuando así lo resuelvan 

las autoridades encargadas de la investigación. En todos los casos, la suspensión cesará 

cuando se dicte la resolución en el procedimiento seguido ante el tribunal de justicia 

administrativa que resulte competente. 

Se sancionará administrativamente a la autoridad encargada de la investigación cuando 

determine la suspensión temporal del servidor público como resultado de la mala fe 

probada, la falsedad en sus argumentos, o la intención man ifiesta de afectar directamente 

al señalado o los señalados. 

En el supuesto de que el servidor público suspendido temporalmente no resultare 

responsable de los hechos que se le imputan, la dependencia o entidad donde preste sus 

servicios lo restituirán en el goce de sus derechos y le cubrirán las percepciones que debió 

recibir durante el tiempo en que se halló suspendido. 

Artículo 52. Cuando las personas investigadas desaparezcan, o exista riesgo inminente de 

que oculten, enajenen o di lapiden los bienes objeto del i l ícito, se solicitará a la Tesorería de 

la Federación, o a las tesorerías locales en el ámbito de sus competencias, procedan al 

embargo precautorio de sus bienes, a fin de garantizar la recuperación del daño causado al 

erario o los bienes obtenidos i legalmente, así como el cobro de las sanciones económicas 

que l legaren a imponerse con motivo de la infracción cometida. Impuesta la sanción 

económica, el embargo precautorio se convertirá en definitivo. 

El incumplimiento a lo dispuesto en este artículo por parte del jefe inmediato del titular de 

la dependencia o entidad correspondiente o de los servidores públicos de la Tesorería de la 

Federación, será sancionado administrativamente en los términos que la Ley señale. 
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Artículo 53. En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la 

investigación y sanción de responsabilidades admin istrativas y hechos de corrupción no les 

serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en 

materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, admin istración, ahorro e 

inversión de recursos monetarios. 

Las autoridades encargadas de la investigación en coordinación con el SNA celebrarán 

convenios de colaboración con el SAT, la CNBV y otras autoridades financieras y fiscales, 

para establecer las medidas y los protocolos necesarios para conectarse directamente a sus 

sistemas, con el objeto de contar con herramientas efectivas y eficaces para investigar faltas 

administrativas graves en los que estén involucrados flujos de recursos económicos. 

Artículo 54. Para la investigación de posibles actos de corrupción, y la identificación de 

redes que los realizan, las autoridades investigadoras podrán util izar la estrategia del 

Usuario Simulado a fin de sorprender en flagrancia a quien o quienes pretenden 

beneficiarse con el uso ilegal de recursos públicos. El Usuario Simulado será utilizado para 

documentar actos de corrupción en tiempo real; no para provocarlos. 

Asimismo, la autoridad encargada de la investigación podrá util izar medios de grabación y 

registro ocultos para documentar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que 

suceden los hechos materia de la investigación. Para la intervención de comunicaciones 

privadas se requerirá de autorización del tribunal de justicia administrativa que resulte 

competente y para tal efecto se estará al  procedimiento establecido en la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión. 

Artículo 55. Cuando una persona moral sea señalada en un acto de corrupción t ipificado 

por esta Ley, podrá delimitar su responsabilidad administrativa, si es posible separar su 

conducta, de la conducta de aquella persona que materializó el acto de corrupción. 

Las personas morales que se denuncien a sí mismas, por actos de personas físicas que 

pertenecen a el las, podrán negociar un convenio con las autoridades investigadoras para 

los efectos de reducir la sanción a la persona moral. 
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Artículo 56. Concluida la investigación, la autoridad investigadora integrará e l  expediente 

en el que se determine: 

l. La existencia de elementos objetivos que hagan probable la responsabi l idad del 

sujeto investigado, o 

11. El cierre del expediente en caso de que no se desprendan elementos para in iciar el 

procedimiento en forma de instrucción. 

En el primer caso, las autoridades encargadas de la investigación turnarán el expediente a l  

Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente quien se encargará d e  

sustanciar e l  procedimiento seguido e n  forma d e  juicio y sancionar las faltas administrativas 

graves. Los denunciantes y terceros coadyuvantes podrán impugnar la decisión de cierre 

del expediente por parte de las autoridades encargadas de la investigación, en los términos 

de esta Ley. 

Artículo 57. El Tribunal Federal de Justicia Administrativa será competente para conocer de 

las faltas administrativas graves en las que estén involucrados el uso, manejo, 

administración y apl icación de fondos, bienes, y recursos federales. 

Artículo 58. El dictamen por el que se turne el expediente a los tribunales de justicia 

admin istrativa deberá contener al menos lo siguiente: 

l .  La identificación de los sujetos investigados y, en su caso, del o los probables 

responsables. 

11. Los hechos investigados y la probable comisión de faltas admin istrativas graves o no 

graves relacionadas con aquel las. 

111. Las pruebas y demás elementos de convicción que obren en el expediente de 

investigación y su análisis relacionado. 

IV. Los elementos que sustenten el sentido del dictamen y, en su caso, las disposiciones 

legales que se estimen violadas, la falta administrativa grave que se imputa, así 

como las consecuencias que pueden derivar de dicha violación. 

Página 33 de 49 



CÁ'.\�/\R,\ OE OIPUT1\00S 

LXJll LEGISLATURA 

'l\tiJll' 
e- riP6TAoo�5 

IUDADANO 

V. En su caso, los daños y perju icios estimables en dinero que se causen a la hacienda 

o a l  patrimonio públicos, que deban resarcirse. 

S i  de la investigación surgieren elementos que pudieran configurar conductas sancionadas 

penalmente, la autoridad investigadora hará del conocimiento a la Fiscalía competente. En 

los casos de enriquecimiento i l ícito, podrá solicitar se ejerza la acción de extinción de 

dominio. 

CAPÍTULO 1 1 1  

Del procedimiento ante el tribunal 

Sección 1 

De la recepción d el expediente y d el emplazamiento 

Artículo 59. Una vez recibido el expediente en el que la autoridad investigadora determinó 

la probable responsabilidad del sujeto investigado, y antes de proceder a la radicación, el 

tribunal de justicia administrativa al que le fue turnado el expediente deberá revisar: 

l .  S i  a su juicio se encuentra debidamente integrado. 

11. Si considera que en la etapa de investigación se realizaron todas las d i l igencias 

necesarias para encontrar la verdad material de los hechos. 

111. Si el acto o los actos están debidamente cal ificados. 

IV. Si a su juicio, de los hechos y documentos que tiene a su disposición, se puede inferir 

la probable responsabi l idad de otros servidores públicos. 

En caso de que el Tribunal que recibió el expediente encuentre que no está debidamente 

integrado; que no se realizaron todas las d i l igencias pertinentes para encontrar la verdad 

material de los hechos; que el acto o los actos no están debidamente calificados, o que se 

puede inferir, a su juicio, la probable responsabilidad de otros servidores públicos, podrá 

regresarlo a la autoridad encargada de la investigación con instrucciones y d irectrices sobre 

lo que se requiere para su debida radicación. El Tribunal podrá establecer un plazo para el 

cumpl imiento de tal requerimiento. 
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Cuando la autoridad encargada de la investigación se niegue a acatar el requerimiento al 

que se refiere el párrafo anterior; cuando no atienda al plazo señalado por el Tribunal, o 

cuando acate el requerimiento de manera deficiente, el Tribunal podrá iniciar un proceso 

de responsabil idades administrativas en contra de quienes pudieran resultar responsables. 

Asimismo, dará cuenta de tal situación al  Comité Coordinador del Sistema Nacional 

Anticorrupción para que esta conducta quede registrada y documentada y se tomen las 

medidas pertinentes. 

Artículo 60. Son partes en el procedimiento ante el tribunal de justicia admin istrativa que 

resulte competente el o los sujetos en contra de quienes se determinó la probable 

responsabil idad y la autoridad que estuvo a cargo de la etapa de investigación . 

Artículo 61. Quien haya presentado la denuncia que dio in icio a la investigación podrá ser 

coadyuvante de la autoridad investigadora en e l  procedimiento seguido ante el tribunal de 

justicia administrativa que resulte competente. 

Sección 1 1  

Del d esahogo del procedimiento 

Artículo 62. El procedimiento seguido ante e l  tribunal de justicia admin istrativa que resulte 

competente se tramitará conforme a lo siguiente: 

l .  Una vez emplazado, e l  probable responsable tendrá acceso al expediente y se le  

citará a una audiencia notificándosele que debe comparecer personalmente a rendir 

su declaración en torno a los hechos que se le imputan, y que puedan ser causa de 

responsabil idad admin istrativa grave, en los términos de esta Ley. En la notificación 

deberá expresarse el lugar, día y hora en que tendrá verificativo la audiencia; la 

autoridad ante la cual se desarrollará ésta; los actos u omisiones que se le imputen 

al servidor público, y el derecho de éste a comparecer asistido de un defensor. La 

notificación a que se refiere esta fracción se practicará de manera personal a l  

presunto responsable. Entre la fecha de la citación y la de la audiencia deberá 

mediar un plazo no menor de diez ni mayor de treinta días hábiles. 

11. Concluida la audiencia, se concederá al presunto responsable un plazo de treinta 

días hábiles para que ofrezca los elementos de prueba que estime pertinentes y que 

Página 35 de 49 



CÁ1'l1\R,\ OE O! Pt:T,\OOS 

LXIII LEGISLATURA 

"\UJll1T 
C_ 11IP6TA00\S I UDADANO 

tengan relación con los hechos que se le atribuyen. El emplazado podrá solicitar la 

ampliación de este plazo por otros treinta días, cuando exista causa justificada. El 

emplazado deberá referirse a cada uno de los hechos expresados en el expediente 

en el que se determinó la probable responsabilidad. 

1 1 1 .  Con las manifestaciones de l  probable responsable se dará vista a la  autoridad que 

se encargó de la  investigación, para que en un plazo máximo de quince días hábiles 

se pronuncie respecto de los argumentos y pruebas ofrecidas. 

IV. Transcurrido el término que establece la fracción anterior, se acordará, en su caso, 

el desechamiento o la admisión de las pruebas y se fijará lugar, día y hora para su 

desahogo. El desahogo de las pruebas se realizará dentro de un plazo no mayor de 

veinte días contados a partir de su admisión. Son admisibles todos los medios de 

prueba, excepto la confesional y la testimonial a cargo de autoridades. Se 

desecharán aquellos que no sean ofrecidos conforme a derecho, no tengan relación 

con los hechos materia del procedimiento, así como aquellos que sean innecesarios 

o i l ícitos. 

V. Una vez que se hayan sido desahogadas las pruebas, dentro de los diez días 

siguientes, la autoridad realizará una revisión de los autos que integran el 

proced imiento de responsabi l idad administrativa, a efecto de constatar que no 

existe prueba alguna pendiente por desahogar; di l igencia pendiente de practicar, ni 

promoción pendiente de acordar; y podrá practicar todas las d i l igencias tendientes 

a perfeccionar las pruebas y allegarse de la verdad sobre la presunta responsabil idad 

de los sujetos señalados en la investigación; así como requerir a los presuntos 

responsables y a las dependencias o entidades públicas relacionadas la información 

y documentación que se relacione con los hechos. Dichas dependencias y entidades 

públicas están obligadas a proporcionar de manera oportuna y veraz la información 

o documentación requerida. 

VI .  Concluido el desahogo de pruebas para mejor proveer, el tribunal, a petición del 

presunto responsable o de la autoridad que se encargó de la investigación, fijará un 

plazo no mayor a cinco días hábiles para que sean formulados por escrito los 

alegatos que correspondan. 

V I I .  El expediente se entenderá integrado a la  fecha de presentación de los alegatos o al  

vencimiento del plazo referido en la fracción V, y se emitirá el acuerdo que declarará 
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cerrada la instrucción del procedimiento, en el que además se ordenará se proceda 

a la emisión de la resolución que en derecho corresponda. 

Los plazos a que se refiere este artículo deberán ser respetados en los términos establecidos 

en esta Ley. Sólo podrán ser ampliados por causa razonada y justificada, o a petición de 

cualquier interesado en el proceso. 

Artículo 63. Para los efectos de esta Ley, habrá acumulación de procesos cuando: l. Se trate 

de concurso de faltas administrativas graves. 

l .  Se trate de concurso de faltas administrativas graves. 

11. Se investiguen faltas administrativas graves o no graves conexas. 

111. En aquellos casos seguidos contra los autores o partícipes de una misma falta 

administrativa grave; o 

IV. Se investigue una misma falta administrativa grave cometida en contra de diversas 

instituciones, órganos, dependencias o entidades. 

Se entenderá que existe conexidad de faltas administrativas graves cuando se hayan 

cometido simultáneamente por varias personas reunidas, o por varias personas en diversos 

tiempos y lugares en virtud de concierto entre ellas, o para procurarse los medios para 

cometer otro, para facilitar su ejecución, para consumarlo o para asegurar la impunidad. 

Existe concurso real cuando con pluralidad de conductas se cometen varios actos de 

corrupción. Existe concurso ideal cuando con una sola conducta se cometen varios actos de 

corrupción. No existirá concurso cuando se trate de un acto continuado en términos de la 

legislación aplicable. 

Artículo 64. Cuando dos o más procesos sean susceptibles de acumulación, y se sigan ante 

diversos tribunales administrativos, se procederá conforme a lo siguiente: 

l .  Será competente el que conozca de la  falta administrativa grave cuya punibi l idad 

sea mayor. S i  los actos señalados impl ican similar punibi l idad, la competencia será 

del que conozca de los actos procesales más antiguos. 
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1 1 .  Si las faltas admin istrativas graves comenzaron en la  misma fecha, e l  que previno 

primero. Para efectos de este artículo, se entenderá que previno qu ien dictó la 

primera resolución del procedimiento. 

Sección 1 1 1  

De la resolución d efinitiva 

Artículo 65. El Tribunal resolverá dentro de los sesenta días hábiles siguientes al cierre de 

la instrucción, sobre la inexistencia o existencia de responsabilidad, caso en el que impondrá 

al  infractor las sanciones administrativas correspondientes. 

Artículo 66. El Tribunal que instruyó el procedimiento seguido ante el tribunal de justicia 

admin istrativa que resulte competente anal izará todas y cada una de las constancias que 

obren en el expediente, con el f in de que la resolución que se emita se encuentre 

debidamente fundada y motivada. La resolución debe elaborarse con una estructura lógica 

que haga asequible los elementos de juicio en que la autoridad sustenta su determinación 

final. 

Artículo 67. La Resolución contendrá: 

l .  La mención del órgano jurisdiccional que l a  emite y e l  nombre del Magistrado o Juez. 

1 1 .  La fecha en que se dicta. 

1 1 1 .  Identificación de l  acusado. 

IV. La enunciación de los hechos y de las circunstancias o elementos que hayan sido 

objeto de la acusación y, en su caso, los daños y perjuicios imputados, la pretensión 

reparatoria y las defensas del imputado. 

V. Una breve y sucinta descripción del contenido de la prueba. 

VI .  La valoración de los medios de prueba que fundamenten las conclusiones 

alcanzadas por el Magistrado o Juez que dicta la resolución. 

VI I .  Las razones que sirvieren para fundar la resolución. 

V I I I .  La determinación y exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y 

circunstancias que se consideren probados y de la valoración de las pruebas que 

fundamenten dichas conclusiones. 
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IX. Los resolutivos de absolución o responsabi l idad en los que, en su caso, el  órgano 

jurisdiccional se pronuncia. 

X. La firma del Magistrado o Juez que dicta la resolución. 

Artículo 68. La resolución pone fin al procedimiento de responsabilidades y se notificará 

personalmente, en un plazo no mayor de diez días hábi les, al o los sujetos investigados así 

como al jefe inmediato o al titular de la dependencia o entidad a quien, en su caso, 

corresponda la ejecución de la resolución definitiva. Los superiores jerárquicos que se 

nieguen a ejecutar la resolución y/o di laten su ejecución sin causa lógica y justificada, 

incurrirán en Obstrucción de Justicia en los términos de esta Ley. 

La Resolución también será comunicada, en el mismo plazo señalado en el párrafo anterior, 

al Secretariado del Comité Coord inador del Sistema Nacional Anticorrupción para su 

inmediata incorporación al Registro Nacional de Servidores Públicos Sancionados. 

CAPÍTULO IV 

Disposiciones comunes a la investigación y al procedimiento ante el tribunal de justicia 

administrativa 

Sección 1 

De las pruebas y su valoración 

Artículo 69. Cualquier hecho puede ser probado por cualquier medio, siempre y cuando sea 

lícito. 

E l  Tribunal dará el valor correspondiente a cada una de las pruebas, de manera libre y lógica, 

deberá justificar adecuadamente el valor otorgado a las pruebas, y explicará y justificará su 

valoración con base en la apreciación conjunta, integral y armónica de todos los elementos 

probatorios d irectos, indirectos e indiciarios que aparezcan en el procedimiento. 

Artículo 70. Se considera prueba i l ícita cualquier dato o prueba obtenido con violación de 

los derechos fundamentales, lo que será motivo de exclusión o nul idad. Las partes harán 
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valer la nul idad del medio de prueba en cualquier etapa del proceso y el Tribunal deberá 

pronunciarse al respecto, atendiendo a los efectos d irectos y proporcionales que dichas 

violaciones tengan en el medio de prueba. 

Sección 1 1  

De las medidas cautelares 

Artículo 71. El Tribunal que instruye el procedimiento seguido en forma de juicio podrá 

imponer las siguientes medidas cautelares: 

l .  La exhibición de una garantía económica. 

11. E l  embargo de bienes. 

111. La inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del sistema 

financiero. 

IV. La prohibición de salir sin autorización del país. 

V. El sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada. 

VI .  La suspensión temporal en el ejercicio del empleo, cargo o comisión en el servicio 

públ ico. 

Las medidas cautelares no podrán ser usadas como medio para obtener un reconocimiento 

de responsabil idad o como sanción administrativa anticipada. 

Sección 1 1 1  

De las medidas d e  apremio 

Artículo 72. Para el cumpl imiento de las atribuciones que les confiere la Ley, la Secretaría, 

el contralor interno o los titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de 

responsabil idades, podrán emplear los siguientes medios de apremio: 

l. M ulta de hasta veinte veces la U nidad de Cuenta vigente en el Ciudad de México. 

11. Auxilio de la fuerza públ ica. 

S i  existe resistencia al  mandamiento legítimo de autoridad, se estará a lo que prevenga la 

legislación penal. 
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Artículo 73. Quienes incurran en las responsabilidades administrativas a que se refiere esta 

ley serán sancionados conforme a l  presente Título. 

Artículo 74. Las sanciones por faltas admin istrativas establecidas en esta Ley consistirán en: 

l .  Amonestación. 

11. Sanciones económicas. 

111. Resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Públ ica o a los 

entes públ icos federales, locales o municipales. 

IV. Suspensión del empleo, cargo o comisión por un periodo no menor de tres días n i  

mayor a un año. 

V. Suspensión de actividades, disolución o intervención de sociedades. 

VI. Destitución del puesto. 

VI I .  Inhabi litación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 

servicio públ ico. 

V I I I .  Inhabi litación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios, 

obra pública, recibir subsidios, donativos, u otros beneficios que establezcan las 

leyes. 

Artículo 75. Las facultades de las autoridades competentes para imponer las sanciones 

administrativas previstas en esta Ley prescribirán en un plazo de 10 años, contados a partir 

del día siguiente de aquél en que se hubieren cometido las infracciones, o a partir del 

momento en que hubieren cesado, s i  fueren de carácter continuo. 

Para los efectos del presente artículo la prescripción se interrumpe con la notificación del 

inicio del procedimiento administrativo sancionador o con la impugnación de la resolución 

respectiva por el infractor. 
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De los criterios para la determinación de sanciones 

Artículo 76. Para la imposición de las sanciones administrativas se tomarán en cuenta los 

elementos: 

l .  La gravedad d e  l a  responsabil idad e n  que se incurra. 

11. El grado y forma de participación en los hechos. 

111. E l  tipo de funciones del servidor público y el impacto del acto en la sociedad. 

IV. El nivel jerárquico del servidor públ ico o la posición de influencia de la persona a la 

que se le atribuye la conducta. 

V. Las circunstancias socioeconómicas del servidor públ ico o de la persona. 

VI. Los antecedentes del infractor, entre ellos la antigüedad en el servicio. 

VII .  Las condiciones exteriores y los medios de ejecución. 

VII I .  La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. 

IX. El monto del beneficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del acto que se sanciona. 

Para los efectos de esta Ley, se considerará reincidente al  servidor público que habiendo 

sido declarado responsable de algún acto de corrupción, incurra nuevamente en una o 

varias conductas infractoras. 

Los proced imientos para la apl icación de las sanciones mencionadas en las fracciones 

anteriores se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola 

conducta sanciones de la misma naturaleza. 

Artículo 77. La persona que haya realizado alguno de los actos de corrupción previstos en 

esta Ley, o bien, que se encuentre participando en su realización, podrá confesar su 

responsabil idad con el objeto de acogerse al beneficio de reducción de sanciones 

establecido en este artículo. Esta confesión se podrá hacer ante cualquier autoridad que 

tenga facultades de investigación, señaladas en esta Ley. 

Artículo 78. La apl icación del beneficio a que hace referencia el artículo anterior, tendrá por 

efecto una reducción de entre el cincuenta y el setenta por ciento del monto de las 
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sanciones que se impongan al responsable. Para su procedencia será necesario que 

adicionalmente se cumplan los siguientes requisitos: 

l .  Que no se haya notificado a ninguno de los presuntos infractores e l  inicio del 

procedimiento administrativo sancionador. 

1 1 .  Que la  persona que pretende acogerse a este beneficio, sea entre los sujetos 

involucrados en la infracción, la primera en aportar los elementos de convicción 

suficientes y que a juicio de las autoridades competentes permitan comprobar la 

existencia de la infracción. 

1 1 1 .  Que la  persona que pretende acogerse al  beneficio coopere en forma plena y 

continua con la autoridad competente que l leve a cabo la investigación y, en su caso, 

con la que substancie el procedimiento administrativo sancionador conducente. 

IV. Que la persona interesada suspenda, en el momento en el que la autoridad se los 

solicite, su participación en la infracción. 

Además de los requisitos señalados, para la aplicación del beneficio al  que refiere este 

artículo se constatará la veracidad de la confesión realizada. 

Artículo 79. Una vez in iciado el procedimiento seguido ante el tribunal de justicia 

administrativa competente, si el presunto infractor confiesa su responsabi l idad sobre los 

actos que se le imputan, se le apl icará una reducción de hasta el cincuenta por ciento del 

monto de las sanciones que se impongan, siempre que lo haga antes del cierre de la 

instrucción. 

Artículo 80. La inhabi l itación se imponga como consecuencia de las faltas a que se refiere 

esta ley, será de uno a veinte años. 

Artículo 81. La sanción económica deberá establecerse de acuerdo con los beneficios 

económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable, y tomando en consideración los 

daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones constitutivos de 

responsabi l idades admin istrativas. Tratándose de faltas administrativas graves, la sanción 

económica que se imponga, cuando se compruebe beneficio o lucro económico por parte 

del sujeto responsable, en ningún caso podrá ser menor o igual a l  monto de los beneficios 

o lucro obtenidos, ni superior en un 30 por ciento del referido beneficio o lucro económico. 
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Las sanciones económicas serán ejecutadas de manera directa por el Tribunal que impuso 

la sanción, quien podrá solicitar la intervención de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público para hacerla efectiva. Para estos efectos, tendrá facultades para solicitar a las 

autoridades competentes el congelamiento de cuentas bancarias, así como de rea l izar 

convenios resarcitorios y de ejecución alternativa con el servidor público. 

El monto de la sanción económica impuesta se actualizará, para efectos de su pago, en la 

forma y términos que establece el Código Fiscal de la Federación, en tratándose de 

contribuciones y aprovechamientos. 

Artículo 82. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o 

intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas admin istrativas graves que 

causen perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públ icos, federales, locales o 

municipa les, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite 

participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos 

casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse 

con faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se apl icará un criterio de 

proporcionalidad de la medida y se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. 

Se considerará como atenuante en la imposición de sanciones cuando los órganos de 

admin istración, representación, vigilancia o los socios de las personas morales denuncien, 

colaboren en las investigaciones proporcionando la información y los elementos que 

posean, resarzan los daños que se hubieren causado, Las empresas que conocen presuntos 

actos de corrupción de personas físicas que pertenecen a aquellas, y no los denuncian, 

agravarán por ese sólo hecho la sanción que corresponda a la persona moral. 

CAPÍTULO 111  

Del Registro Nacional de Servidores Públicos Sancionados 

Artículo 83. El SNA será responsable de crear, controlar, vigi lar y admin istrar el RNSPS. 

El RNSPS será públ ico, y será de consulta obl igatoria para todas las dependencias, entidades 

y órganos de todos los Poderes, Órdenes de gobierno, y Órganos Autónomos del Estado 
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Mexicano, así como d e  las empresas productivas del Estado, en sus procesos d e  selección, 

incorporación, contratación, comisión o empleo de cualquier persona. 

Artículo 84. La información que obre en el RNSPS tendrá validez y surtirá sus efectos en la 

calificación de la legalidad de candidaturas a cargos de elección popular. Los organ ismos 

electorales nacional y locales estarán obligados a consultarlo en lo conducente en los 

proced imientos que ante ellos se realicen. 

Artículo 85. El RNSPS deberá contener las resoluciones en texto completo que hayan sido 

notificadas a las personas sancionadas. A solicitud del interesado también podrá publicarse 

las resoluciones que declaren su no responsabilidad. 

Artículo 86. La inscripción en el RNSPS se cancelará por resolución de autoridad 

competente. 

TÍTULO SÉPTIMO 

DE LAS MEDIDAS DE EJECUCIÓN 

Artículo 87. El tribunal de justicia administrativa que resulte competente determinará la 

forma, modo, tiempo y las autoridades que deberán ejecutar las sanciones y deberán 

verificar su cumplimiento. 

Artículo 88. En caso de que la resolución firme no se ejecutare, la autoridad que hubiere 

realizado la investigación, o las personas que hubieren denunciado o actuado como 

coadyuvantes, podrán denunciar tales hechos ante la autoridad jurisdiccional competente 

la cual dictará las medidas de apremio y, en su caso, dará parte a la autoridad competente 

si hubiese responsabil idades administrativas o penales. 

TÍTULO OCTAVO 

DE LOS RECURSOS 

Artículo 89. E l  denunciante o coadyuvante en el procedimiento de investigación podrá 

impugnar ante el tribunal de justicia administrativa que resulte competente la resolución 
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de la autoridad responsable de la investigación en la que se determine el cierre del  

expediente por falta de elementos para iniciar el procedimiento ante el tribunal. 

Artículo 90. La autoridad responsable de la investigación, el denunciante o el tercero 

coadyuvante podrán interponer el recurso de revisión ante el Tribunal Colegiado 

competente, o los correspondientes de las entidades federativas, dentro de los quince días 

siguientes a que surta sus efectos la notificación, en los siguientes supuestos: 

l .  E l  tribunal de justicia admin istrativa se haya negado a recibir un expediente para su 

instrucción. 

11. Se declare la no responsabil idad de las personas sujetas a procedimiento. 

111. Se inconforme con los términos en los que se emite la resolución definitiva. 

Artículo 91. En contra de las resoluciones definitivas que pronuncien los tribunales de 

justicia administrativa competentes, las personas afectadas podrán promover el juicio de 

amparo d irecto, en los términos de la ley reglamentaria. 

TÍTULO NOVENO 

DE LOS INSTRUMENTOS DE RENDICIÓN DE CUENTAS 

Artículo 92. Las autoridades encargadas de aplicar e interpretar el presente ordenamiento, 

en los términos del artículo 6, l levarán un sistema público de registro y seguimiento tanto 

de la declaración de intereses como de la declaración patrimonial de los sujetos obl igados. 

La declaración de intereses tendrá por objeto informar y determinar el conjunto de 

intereses de un servidor públ ico a fin de delimitar cuando éstos entran en confl icto con su 

función. Habrá intereses en conflicto cuando los intereses personales, familiares o de 

negocios del servidor público o sujeto obligado puedan afectar el desempeño imparcial de 

su empleo, cargo o comisión. 

La declaración patrimonial documentará la integración del patrimonio del sujeto obl igado, 

así como su evolución. Para tales efectos serán presentadas declaraciones de inicio y de 

conclusión del cargo públ ico, cuando así corresponda, así como declaraciones de 

modificación patrimonial .  

Página 46 de 49 



CÁ:\l/\R,\ 01:; OI Pt.;T,\OOS 

LXIII LEGISLATURA 

"VliJll' 
C_ olPCfTADO\S IUDADANO 

Las autoridades competentes podrán l levar a cabo investigaciones o auditorías para 

verificar la veracidad de las declaraciones y la evolución del patrimonio de los sujetos 

obligados por la Ley y darán cuenta al Ministerio Público cuando el sujeto a la verificación 

de evolución patrimonial no justifique la procedencia lícita del incremento sustancial en el 

patrimonio verificado. 

Artículo 93. Las autoridades encargadas de apl icar e interpretar el presente ordenamiento, 

en los términos del artículo 6, emitirán para cada una de sus instituciones un Código de 

Ética, de carácter público, que contendrá reglas claras para que, en la actuación de los 

servidores públ icos y demás sujetos obligados, impere invariablemente una conducta digna 

que responda a las necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño en situaciones 

específicas que se les presenten, propiciando así una plena vocación del servicio público en 

beneficio de la colectividad. La base para crear los códigos de ética serán los principios, 

d irectrices y obligaciones señalados en esta Ley General. 

Artículo 94. Las autoridades encargadas de aplicar e interpretar el presente ordenamiento, 

en los términos del artículo 6, emitirán anualmente un diagnóstico de responsabilidades 

admin istrativas que permita eva luar e implementar acciones tendientes al  cabal 

cumpl imiento de los principios, di rectrices y obligaciones del servicio público a los que se 

refiere esta Ley. El d iagnóstico será de carácter público. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo previsto en la presente 

Ley. 

TERCERO. Los procedimientos administrativos iniciados antes de la entrada en vigor del 

presente Decreto se seguirán tramitando hasta su conclusión conforme a las disposiciones 

vigentes al  momento de la comisión de los hechos que les dieron origen. Lo mismo se 

observará respecto de la ejecución de las sanciones correspondientes. 
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CUARTO. El Congreso de la Un ión, los Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa de 

la Ciudad de México procederán a crear las nuevas leyes o a hacer las reformas en las leyes 

específicas actuales que sean pertinentes para armonizar, en lo conducente, su sistema 

jurídico con la presente Ley en un plazo no mayor a un año contado a partir de la entrada 

en vigor de la presente Ley. En particular, deberán reformar sus correspondientes códigos 

penales para asegurar que sean congruentes con lo establecido en la presente ley y en las 

convenciones internacionales de las que México sea parte. Para efectos de la armonización, 

los Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa de la Ciudad de México deberán 

tomar en consideración la sistematicidad jurídica que la presente Ley guarda con la Ley 

General del Sistema Nacional Anticorrupción. 

QUINTO. El Congreso de la Un ión, en un plazo no mayor a un año contado a partir de la 

entrada en vigor de la presente Ley, procederá a hacer las reformas en el Código Penal 

Federal que sean pertinentes para asegurar su congruencia con lo establecido en la 

presente Ley y en las convenciones internacionales de las que México sea parte. Para 

efectos de la armonización, el Congreso de la Un ión deberá tomar en consideración la 

sistematicidad jurídica que la presente Ley guarda con la Ley General del Sistema Nacional 

Anticorrupción. 

SEXTO. El Congreso de la U nión deberá garantizar la viabi l idad presupuesta! para la creación 

y gestión del Registro Nacional de Servidores Públicos Sancionados conforme a lo 

establecido en la presente Ley. 

SÉPTIMO. El Congreso de la Unión deberá garantizar la viabi l idad presupuesta! para la 

creación y gestión del sistema de denuncias establecido en la presente Ley. 

OCTAVO. Conforme al artículo 38 de la presente Ley, las entidades responsables de 

investigar la posible comisión de faltas administrativas graves deberán evaluar el  riesgo 

inherente a sus correspondientes funciones para efectos de establecer las unidades 

especializadas en los temas y las materias que se requieran. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro 

Junio de 2016 

LXIII  Legislatura 

Dip. Clemente Castañeda Hoeflich 
Coordinador del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

Dip. María Candelaria Ochoa Ávalos 
Secretaria de la Comisión de Transparencia y Anticorrupción 
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